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Per curiam 
 

 

SENTENCIA 

En San Juan, Puerto Rico, a 25 de agosto de 2016. 

 Comparece ante nos el señor Eric Vélez Acevedo (Vélez 

Acevedo), y nos solicita que dejemos sin efecto la Sentencia dictada 

por el Tribunal de Primera Instancia, Sala de Aguadilla, el 28 de 

marzo de 2016.  En el aludido dictamen, Vélez Acevedo fue 

sentenciado a cumplir una pena de 40 años de cárcel, por 

infracciones a los Artículos 190 y 248 del Código Penal, infra, y a 

los Artículos 5.04 y 5.15 de la Ley de Armas, infra.  

 Por los fundamentos que exponemos a continuación, se 

confirma el dictamen apelado. Veamos. 

I 

Por hechos ocurridos el 28 de julio de 2015, el Ministerio 

Público presentó sendas acusaciones en contra de Vélez Acevedo, 

por violaciones los Artículos 190 y 248 del Código Penal, 33 LPRA 

secs. 5260 y 5338, y por violaciones a los Artículos 5.04 y 5.15 de 
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la Ley de Armas, 25 LPRA secs. 458c y 458n. El 31 de julio de 

2015, Vélez Acevedo, voluntariamente, confesó su participación en 

los hechos. Consecuentemente, el 19 de febrero de 2016 se celebró 

la vista en su fondo por tribunal de Derecho, pues Vélez Acevedo 

renunció a su derecho a juicio por jurado.  

Luego de los trámites de rigor, el juzgador de hechos declaró 

culpable a Vélez Acevedo de los delitos que le fueron imputados.  

Consecuentemente, el 28 de marzo de 2016, el foro primario dictó 

Sentencia, en la cual fue condenado a cumplir una pena de cinco 

(5) años por infracción al Artículo 5.15 de la Ley de Armas; diez 

(10) años por infracción al Artículo 5.04 de la Ley de Armas; 

veinticinco años por infracción al Artículo 190 del Código Penal, y 

tres (3) meses por infracción al Artículo 248 del Código Penal. Las 

penas por violación a la Ley de Armas están supuestas a cumplirse 

de forma consecutiva con las penas impuestas bajo el Código Penal 

de 2012. Las penas por la transgresión al Código Penal se 

cumplirán de forma concurrente. El tribunal sentenciador también 

le impuso al apelante la pena especial bajo el Artículo 61 del 

Código Penal, infra. 

Inconforme con el anterior dictamen, Vélez Acevedo acudió 

ante nos y le imputó al foro primario la comisión de los siguientes 

errores: 

A. Erró el Tribunal al declarar al imputado culpable 
sin haberse probado más allá de duda razonable. 

 
B. Erró el Tribunal al declarar culpable al acusado 

cuando la prueba presentada por el Ministerio 
Público fue una confesión hecha por el imputado 
sin que hubiera corroboración. 

 
C. Erró el Tribunal al considerar corroboración 

evidencia que fue obtenida del propio imputado en 

una segunda entrevista, en una ocasión y fecha 
distinta a la entrevista inicial sin mediar 

advertencias de sospechoso. 
 
D. Erró el Tribunal al considerar la identificación en 

sala como una satisfactoria en derecho. 
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E. Erró el Tribunal al considerar la identificación como 
corroboración cuando la única identificación habida 

fue la que se hizo en Corte Abierta. 
 

Con el beneficio de la comparecencia de la Procuradora 

General, procedemos a discutir la norma jurídica aplicable al caso 

de epígrafe.  

II 

A 

Nuestro ordenamiento jurídico constitucional consagra la 

presunción de inocencia como uno de los derechos fundamentales 

que asiste a todo acusado. Así, dispone el Art. II, Sec. 11, de la 

Constitución del Estado Libre Asociado de Puerto Rico, LPRA, 

Tomo 1, ed. 1999, pág. 327: "[e]n todos los procesos criminales, el 

acusado disfrutará del derecho… a gozar de la presunción de 

inocencia....". Pueblo v. Feliciano Rodríguez, 150 DPR 443, 445 

(2000). Sobre el particular, la Regla 110 de Procedimiento 

Criminal, 34 LPRA Ap. II, R. 110, establece que: "[e]n todo proceso 

criminal, se presumirá inocente al acusado mientras no se probare 

lo contrario, y en caso de existir duda razonable acerca de su 

culpabilidad, se le absolverá. […]." Pueblo v. Feliciano Rodríguez, 

supra, a las págs. 445-446. 

Es un principio sine qua non, en los casos de naturaleza 

penal, que el Estado presente prueba acerca de cada uno de los 

elementos del delito, su conexión con el acusado y su intención o 

negligencia criminal, para que pueda obtenerse una convicción 

válida en derecho que derrote la presunción de inocencia que 

asiste a todo acusado. Todo esto debe establecerse más allá de 

duda razonable. Pueblo v. Acevedo Estrada, 150 DPR 84, 86 

(2000). (Énfasis nuestro). 

Tal obligación no es susceptible de ser descargada 

livianamente pues, como es sabido, no basta que el Estado 

presente prueba que meramente verse sobre cada uno de los 
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elementos del delito imputado, o prueba suficiente, sino que, más 

allá de eso, es necesario que ésta, además de ser suficiente, sea 

satisfactoria, es decir, que produzca certeza o convicción moral 

en una conciencia exenta de preocupación o en un ánimo no 

prevenido. Pueblo v. Irizarry, 156 DPR 780, 787 (2002). 

La duda razonable que opera en función de nuestro 

ordenamiento procesal criminal no es una duda especulativa ni 

imaginable, ni cualquier duda posible. Por el contrario, es aquella 

duda fundada que surge como producto del raciocinio de todos los 

elementos de juicio involucrados en un caso. Es decir, existe una 

duda razonable cuando el juzgador queda insatisfecho con la 

prueba presentada. Por esto, para que se justifique la absolución 

de un acusado, la duda razonable debe ser el resultado de la 

consideración serena, justa e imparcial de la totalidad de la 

evidencia del caso o de la falta de suficiente prueba en apoyo 

de la acusación. Pueblo v. Santiago, et al, 176 DPR 133, 142-143 

(2009). (Énfasis nuestro). En resumidas cuentas, “duda razonable” 

no es otra cosa que la insatisfacción de la conciencia del juzgador 

con la prueba presentada. Pueblo v. Irizarry, supra, pág. 788. 

Cónsono con lo anterior, en cuanto a la evaluación y 

suficiencia de la prueba, la Regla 110 (C) de las Reglas de 

Evidencia 32 LPRA Ap. VI, R. 110, dispone que: “[p]ara establecer 

un hecho no se exige aquel grado de prueba que, excluyendo 

posibilidad de error, produzca absoluta certeza”. Lo importante es 

que la prueba sea suficiente y satisfactoria en derecho. Pueblo 

v. Torres García, 137 DPR 56, 64 (1994). (Énfasis nuestro). 

De otra parte, la Regla 110 (D) de las Reglas de Evidencia, 

supra, dispone que: “la evidencia directa de un testigo que merezca 

entero crédito es prueba suficiente de cualquier hecho”. Por ello, el 

testimonio de la testigo principal, por sí solo, de ser creído, “es 

suficiente en derecho para sostener el fallo condenatorio, aun 
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cuando no fue un testimonio "perfecto". Es al juzgador de los 

hechos a quien le corresponde resolver la credibilidad de un testigo 

cuando haya partes de su testimonio que no sean aceptables. 

Pueblo v. Chévere Heredia, 139 DPR 1, 15-16 (1995). 

Finalmente, en reiteradas ocasiones el Tribunal Supremo de 

Puerto Rico ha expresado “que nuestro esquema probatorio está 

revestido por un manto de deferencia hacia las determinaciones 

que realizan los juzgadores de primera instancia en cuanto a la 

prueba testifical que se presenta ante ellos. Como regla general, un 

tribunal apelativo no debe intervenir con las determinaciones 

de hechos ni con la adjudicación de credibilidad que haya 

efectuado el juzgador de los hechos, ni tiene facultad de 

sustituir las determinaciones del foro primario por sus propias 

apreciaciones”. Pueblo v. De Jesús Mercado, 188 DPR 467 (2013). 

Como es sabido, “al enfrentarnos a la tarea de revisar 

cuestiones relativas a convicciones criminales, siempre nos hemos 

regido por la norma a los efectos de que la apreciación de la prueba 

corresponde, en primera instancia, al foro sentenciador, por lo cual 

los tribunales apelativos sólo intervendremos con dicha 

apreciación cuando se demuestre la existencia de pasión, prejuicio, 

parcialidad o error manifiesto. Sólo ante la presencia de estos 

elementos y/o cuando la apreciación de la prueba no concuerde 

con la realidad fáctica o ésta sea inherentemente imposible o 

increíble, habremos de intervenir con la apreciación efectuada”. 

Pueblo v. Irizarry, supra, págs. 788-789 (citas omitidas). No 

obstante, en casos penales debemos siempre recordar que el 

referido proceso analítico tiene que estar enmarcado, por 

imperativo constitucional, en el principio fundamental de que la 

culpabilidad del acusado debe ser probada más allá de toda duda 

razonable. Pueblo v. Irizarry, supra, pág. 789. 
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B 

De otro lado, la Carta de Derechos de la Constitución de 

Puerto Rico establece que “[n]adie será obligado a incriminarse 

mediante su propio testimonio...”. Art. II, Sec. 11, Const. ELA., 

LPRA, Tomo I. Pueblo v. Viruet Camacho, 173 DPR 563, 570-571 

(2008); Pueblo v. Sustache Torres, 168 DPR 350, 353-354 (2006). 

Lo anterior ha sido denominado como el derecho a la no 

autoincriminación. En cuanto a dicho derecho se refiere, nuestra 

más Alta Curia ha resuelto que el mismo se activa cuando una 

persona sospechosa de cometer un crimen se somete a 

interrogatorio estando bajo custodia de los agentes del orden 

público. Pueblo v. Millán Pacheco, 182 DPR 595, 609-610 (2011).  

No obstante, el sospechoso puede renunciar su derecho a no 

autoincriminarse. A su vez, se ha resuelto que, de darse dicha 

renuncia, la misma debe ser voluntaria. Es decir, que no sea 

producto de intimidación, coacción, ni violencia por las 

autoridades del orden público. Pueblo v. Viruet Camacho, supra, a 

las páginas 572-573. Igualmente, la consabida renuncia tiene que 

ser consciente e inteligente, lo que implica que la persona sea 

advertida efectivamente de sus derechos y conozca las 

consecuencias que acarrea la renuncia. Íd., a la pág. 573; Pueblo v. 

Medina Hernández, 158 DPR 489, 504 (2003). Por lo tanto, una 

admisión o confesión ofrecida voluntaria o espontáneamente, o 

sea, que no es producto de un interrogatorio, es admisible en 

evidencia, por estar ausente el elemento de coacción. 

Consecuentemente, las confesiones o admisiones voluntarias son 

una práctica deseable y favorecida tanto en nuestro ordenamiento, 

como a nivel federal. Pueblo v. Sustache Torres, supra. 

En caso de que dicha confesión fuere impugnada, el Estado 

tendrá el peso de la prueba para demostrar que fue obtenida 

legalmente. Pueblo v. Viruet Camacho, supra, a la pág. 575. De 
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darse la anterior situación, los tribunales determinarán la validez 

de la confesión a base de un análisis de la totalidad de las 

circunstancias bajo las cuales se produjo la confesión. Pueblo v. 

Pérez Rivera, 186 DPR 845, 872 (2012); Pueblo v. Medina 

Hernández, supra, a la pág. 507; Pueblo v. Rivera Nazario, 141 

DPR 865, 889 (1996). 

C 

Igualmente pertinente a la controversia del caso de marras, 

es la norma reiterada de que la identificación del acusado es una 

de las etapas más críticas y de mayor importancia en el 

procedimiento penal. Esto, ya que no puede existir una condena 

sin prueba que vincule o señale al acusado, más allá de duda 

razonable, con los hechos delictivos que se le imputan. Pueblo v. 

Mejías, 160 DPR 86, 92 (2003); Pueblo v. Rodríguez Maysonet, 119 

DPR 302, 309 (1987). 

En cuanto a la validez de la identificación del acusado, lo 

importante no es el método que se utilice, sino que la identificación 

sea libre, espontánea y confiable. Pueblo v. Rosso Vázquez, 105 

DPR 905, 908 (1977). El Tribunal Supremo de Puerto Rico ha 

señalado reiteradamente que la confiabilidad de la identificación de 

un imputado se hará a la luz de las circunstancias particulares 

que la rodearon. Pueblo v. Mejías, supra, pág. 93; Pueblo v. Ortiz 

Pérez, 123 DPR 216, 223 (1989).  

El análisis de la confiabilidad de la identificación de un 

acusado se debe hacer tomando en consideración los siguientes 

factores: (1) la oportunidad que tuvo el testigo de observar al 

acusado en el momento de la comisión del acto delictivo; (2) el 

grado de atención del testigo; (3) corrección de la descripción; (4) el 

nivel de certeza en la identificación; y (5) el tiempo transcurrido 

entre el crimen y el momento en que el testigo identifica al 

acusado. Pueblo v. Mejías, supra, pág. 93; Pueblo v. Torres Rivera, 
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137 DPR 630, 637 (1994); Pueblo v. Rodríguez Román, 128 DPR 

121, 127 (1991). Incluso, se ha sostenido la validez de la 

identificación en sala, aun cuando la identificación efectuada 

durante la etapa investigativa resultare inadmisible, siempre que la 

identificación posterior no dependa ni sea producto de la 

sugestividad que vició la primera. Pueblo v. Rey Marrero, 109 DPR 

739 (1980). 

D 

Con relación a los delitos que le fueron imputados al 

apelante, la Ley Núm. 137- 2004 enmendó la Ley Núm. 404- 2000, 

conocida como la "Ley de Armas de Puerto Rico", con el fin de 

fortalecer las herramientas al alcance del sistema judicial y 

corregir lagunas existentes para penalizar severamente al 

delincuente que hace mal uso de la licencia de armas y sus 

permisos así como el uso de armas y municiones ilegales. 

Por su parte, el Artículo 5.04 de la referida Ley, 25 LPRA 

458c, dispone lo siguiente: 

Toda persona que sin motivo justificado usare contra 

otra persona, o la sacare, mostrare o usare en la 
comisión de un delito o su tentativa, manoplas, 
blackjacks, cachiporras, estrellas de ninja, cuchillo, 

puñal, daga, espada, honda, bastón de estoque, arpón, 
faca, estilete, arma neumática, punzón, o cualquier 

instrumento similar que se considere como un arma 
blanca, incluyendo las hojas de navajas de afeitar de 
seguridad, garrotes y agujas hipodérmicas, o 

jeringuillas con agujas o instrumentos similares, 
incurrirá en delito grave y convicta que fuere, será 
sancionada con pena de reclusión por un término fijo 

de tres (3) años. De mediar circunstancias agravantes, 
la pena fija establecida podrá ser aumentada hasta un 

máximo de seis (6) años; de mediar circunstancias 
atenuantes, podrá ser reducida hasta un mínimo de 
seis (6) meses y un (1) día. Las penas que aquí se 

establecen serán sin derecho a sentencia 
suspendida, a salir en libertad bajo palabra, o a 
disfrutar de los beneficios de algún programa de 

desvío, bonificaciones o alternativas a la reclusión, 
reconocidas en esta jurisdicción, debiendo cumplir 

en años naturales la totalidad de la pena impuesta. 
(Énfasis nuestro). 
 

.           .           .           .           .           .           .          . 
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Igualmente pertinente al caso de epígrafe es el Artículo 5.15 

de dicha Ley de Armas, supra, sec. 458n.  El mencionado precepto 

legal dispone que:  

(a) Incurrirá en delito grave con pena de reclusión por 

un término fijo de cinco (5) años, toda persona que, 
salvo en casos de defensa propia o de terceros, o de 

actuaciones en el desempeño de funciones oficiales 
o actividades legítimas de deportes: 

 
(1) Voluntariamente dispare cualquier arma en un 

sitio público o en cualquier otro sitio donde 

haya alguna persona que pueda sufrir daño, 

aunque no le cause daño a persona alguna; o 

 

(2) intencionalmente, aunque sin malicia, 
apunte hacia alguna persona con un arma, 
aunque no le cause daño a persona alguna. 

 
De mediar circunstancias agravantes, la pena 

establecida podrá ser aumentada hasta un máximo de 
diez (10) años; de mediar circunstancias atenuantes, 
podrá ser reducida hasta un mínimo de un (1) año. […] 
(Énfasis nuestro.) 
 
Por otro lado, a Vélez Acevedo le fue imputado el delito de 

robo agravado, bajo el Artículo 190 del Código Penal del 2012, 33 

LPRA sec. 5260, el cual reza como sigue: 

Será sancionada con pena de reclusión por un término 
fijo de veinticinco (25) años, si el delito de robo 

descrito en el Artículo 189 se comete en cualquiera de 
las siguientes circunstancias:  
 

(a) cuando se vale de un menor que no ha cumplido 
dieciocho (18) años de edad;  

 

(b) cuando el bien objeto del delito es un vehículo 
de motor;  

 
(c) cuando en el curso del robo se le inflige daño 

físico a la víctima;  

 
(d) cuando ocurre en un edificio ocupado donde 

esté la víctima o en cualquier otro lugar donde 
ésta tenga una expectativa razonable de 
intimidad;  

 
(e) cuando medie el uso de un arma de fuego en 

la comisión del delito; o  

 
(f) cuando la víctima o víctimas sean amarradas, 

amordazadas o se limite su libertad de 
movimiento durante la comisión del delito.  
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El tribunal también podrá imponer la pena de 
restitución. (Énfasis nuestro.) 

 
A su vez, el Artículo 248 del Código Penal, supra, sec. 5338, 

dispone que:  

Incurrirá en delito menos grave, toda persona que 
utilice una máscara o careta, postizo o maquillaje, 

tinte, o cualquier otro disfraz, completo o parcial, que 
altere de cualquier forma temporera o 
permanentemente su apariencia física con el propósito 

de:  
 
(a) Evitar que se le descubra, reconozca o identifique 

en la comisión de algún delito.  
 

(b) Ocultarse, evitar ser arrestado, fugarse o escaparse 
al ser denunciado, procesado o sentenciado de 
algún delito.  

 
Finalmente, el Artículo 61 de dicho Código Penal, supra, sec. 

5094, dispone como sigue en cuanto a la pena especial: 

Además de la pena que se impone por la comisión de 
un delito, el tribunal impondrá a todo convicto una 

pena especial equivalente a cien dólares ($100), por 
cada delito menos grave y trescientos dólares ($300) 
por cada delito grave. La pena aquí dispuesta se 

pagará mediante los correspondientes comprobantes 
de rentas internas. Las cantidades así recaudadas 
ingresarán al Fondo Especial de Compensación a 

Víctimas de Delito. 
 

A tenor con la norma jurídica antes expuesta, procedemos a 

resolver el caso de epígrafe. 

III 

En esencia, Vélez Acevedo arguye que procede revocar la 

Sentencia apelada, toda vez que, según aduce, no se probó su 

culpabilidad más allá de duda razonable. No obstante, tras un 

sereno y concienzudo análisis de los autos, de la transcripción de 

la prueba oral y del expediente apelativo, no podemos estar de 

acuerdo con dicho planteamiento. Por estar íntimamente 

relacionados entre sí, discutiremos conjuntamente los 

señalamientos de error. Veamos.  

Según surge de la transcripción de la prueba oral, la señora 

Madeline Feliciano Cortés (Feliciano Cortés), manifestó que el 28 
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de julio de 2015, aproximadamente a las 9:47 de la noche1, 

estacionó su vehículo Toyota Corolla, Tipo S, color negro, del año 

2013, frente al portón de su residencia en la Urbanización Cristal 

en Aguadilla2. Feliciano Cortés relató que su vehículo estaba 

encendido y que se percató de que cerca del mismo había 

estacionado un vehículo Toyota Yaris de cuatro (4) puertas, color 

blanco, con tintes y aros oscuros. Según Feliciano Cortés, del 

vehículo Yaris se bajaron dos (2) individuos. Además, testificó que 

uno de los individuos se dobló como para ocultar su rostro, tenía 

algo en sus manos y se montó por el lado del pasajero de su Toyota 

Corolla. A su vez, indicó que el otro individuo tenía una máscara 

puesta e iba corriendo hacia ella con un arma en la mano. 

Sin embargo, Feliciano Cortés sostuvo que este último se 

cayó a sus pies, por lo que ella pensó que se trataba de una broma 

e intentó quitarle la máscara. Indicó que pudo observar que el 

individuo tenía ojos claros, gracias a que estuvo muy cerca de su 

rostro. Feliciano Cortés aseguró que observó al individuo el 

suficiente tiempo como para “recordar los ojos y jamás olvidarlos”3. 

En ese momento, según testificó ésta, el individuo le apuntó con el 

arma que llevaba en sus manos4. Feliciano Cortés afirmó que 

procedió a hacerle señas con su mano para que se fuera.  Acto 

seguido, el individuo se levantó del suelo, se montó en el vehículo 

de Feliciano Cortés y se marchó en el mismo.  Entonces, el 

vehículo Yaris emprendió la marcha, pero ella no logró divisar la 

tablilla de dicho vehículo5.   

De otra parte, Feliciano Cortés aseguró que dentro de su 

vehículo estaba su cartera color crema y su celular. A preguntas 

del Ministerio Público, Feliciano Cortés indicó que dentro de su 

                                                 
1 Véase, la página 8 de la transcripción de la prueba oral de la vista en su fondo 

del 19 de febrero de 2016. 
2 Íd., a la página 4. 
3 Íd., a la página 9. 
4 Íd., a la página 4. 
5 Íd. 
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cartera había una “wallet” con aproximadamente $150.00; 

identificaciones; tarjetas de crédito, y su tarjeta “ATH”. Además, 

indicó que al entrar a la residencia pudo ver por la ventana del 

cuarto que da para la carretera, cuando su vehículo pasó hacia la 

carretera número 459. Un vecino de ésta alertó a la Policía de 

Puerto Rico. Al día siguiente, los agentes se comunicaron con 

Feliciano Cortés y le informaron que habían recuperado su 

vehículo en el Residencial La Montaña6. No recuperó ninguna otra 

pertenencia7. Finalmente, Feliciano Cortés aseguró que el área de 

los hechos es muy alumbrada, pues hay dos postes. La señora 

Feliciano Cortés, identificó en corte abierta a Vélez Acevedo como el 

individuo que tenía la máscara, que le apuntó con el arma y que se 

apropió de su vehículo.  

Feliciano Cortés admitió que no indicó específicamente en su 

declaración jurada el color de ojos del asaltante, sino que se limitó 

a manifestar que eran ojos claros8. De otra parte, Feliciano Cortés 

aceptó que el asaltante no le hizo manifestación verbal alguna y 

que solamente se miraron9. Finalmente, Feliciano Cortés sostuvo 

que, a raíz del incidente, recibió tratamiento psicológico y perdió su 

trabajo10. No obstante, no se sometió evidencia de dicho 

tratamiento psicológico. 

El agente Juan C. Pérez Hernández (agente Pérez 

Hernández), también ofreció su testimonio como testigo del 

Ministerio Público. El agente Pérez Hernández indicó que el día de 

los hechos tenía el turno de 5:00 p.m. a 1:00 a.m., y que recibió 

mediante radio comunicaciones la información sobre un 

“carjacking” que ocurrió cerca del área de su patrullaje, en el 

                                                 
6 Íd., a la página 7. 
7 Íd.  
8 Íd., a la página 10. 
9 Íd., a la página 11. 
10 Íd., a la página 21. 
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municipio de Aguadilla11. Por tal razón, sostuvo que procedió a 

acudir al lugar de los hechos y, una vez allí, entrevistó a Feliciano 

Cortés.  

Según el agente Pérez Hernández, la señora Feliciano Cortés 

le indicó que el individuo que llevaba la máscara puesta medía 

aproximadamente cinco pies y cuatro pulgadas (5’4”) de estatura12. 

Además, manifestó que la víctima aseguró que dicho individuo 

vestía un pantalón mahón y una camisa oscura13. De igual forma, 

el agente Pérez Hernández manifestó que en la escena ocuparon y 

fotografiaron un guante de tela color negro14. El día 30 de julio de 

2015, el agente Pérez Hernández realizó las gestiones pertinentes 

con Ciencias Forenses para analizar el vehículo, el cual fue 

ocupado el 29 de julio en la parte de atrás del Residencial 

Montaña15. Como parte de su investigación del caso, el agente 

Pérez Hernández relató que recibió una confidencia y al investigar 

la información que le fue brindada, resultó que el individuo que 

llevaba la máscara era el señor Vélez Acevedo, mejor conocido 

como “Cocho”, residente del Residencial Montaña16.  

El agente Pérez Hernández se personó a la residencia de 

Vélez Acevedo, quien se mostró cooperador y preguntó si se podía 

resolver el asunto. Los agentes le ofrecieron que los acompañara a 

la Comandancia para dialogar, a lo que Vélez Acevedo accedió. El 

agente Pérez Hernández le leyó las advertencias de ley y se las 

explicó para que las entendiera17. Además, se las dio para que las 

leyera por sí mismo y Vélez Acevedo firmó el documento en el cual 

así lo reconoció. 

                                                 
11 Íd., a la página 26. 
12 Íd., a la página 28. 
13 Íd. 
14 Íd. 
15 Íd., a las páginas 29 y 30. 
16 Íd., a la página 31. 
17 Íd. 
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Posteriormente, conversaron sobre los hechos18 y Vélez 

Acevedo admitió por escrito haber cometido los delitos en cuestión. 

De igual forma, el agente Pérez Hernández indicó que Vélez 

Acevedo le ofreció una descripción del vehículo de la señora 

Feliciano Cortés19.  Además, le manifestó que él portaba un arma y 

que fue quien condujo el vehículo hurtado. Según el agente Pérez 

Hernández, la descripción de los ojos claros, “hazel”, que proveyó 

Feliciano Cortés coincidía con la descripción de Vélez Acevedo. De 

otro lado, el agente aseveró que Vélez Acevedo le manifestó que le 

habían ofrecido dinero por robar el vehículo de la señora Feliciano 

Cortés20.  

Según la investigación del agente Pérez Hernández, el lugar 

de los hechos tiene buena iluminación21.  Igualmente, el agente 

Pérez Hernández indicó que, a consecuencia de la información 

brindada por Vélez Acevedo, los agentes lograron ocupar el 

vehículo Toyota Yaris de color blanco, que figuraba como vehículo 

hurtado desde el mes de junio de 201522. El agente Pérez 

Hernández admitió que en el caso no se realizó una rueda de 

detenidos porque, al Vélez Acevedo estar enmascarado, no había 

forma de brindar una descripción23. En cuanto al análisis que el 

Instituto de Ciencias Forense realizó con relación al guante que fue 

ocupado, el agente Pérez Hernández alegó que los resultados del 

mismo no vinculaban a Vélez Acevedo con el mismo24. Con relación 

al análisis del vehículo Toyota Corolla, el agente Pérez Hernández 

indicó que desconocía el resultado del mismo.  

El Ministerio Público también sometió en evidencia una 

copia de una videograbación de una residencia cercana al lugar de 

                                                 
18 Íd., a la página 32. 
19 Íd., a la página 34. 
20 Íd., a la página 35. 
21 Íd., a la página 35. 
22 Íd., a las páginas 37 y 38. 
23 Íd., a la página 39. 
24 Íd., a la página 44. 
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los hechos.  La misma fue recuperada por el agente Héctor Javier 

Hernández (agente Hernández), agente de la Unidad Técnica de 

Grabaciones de la Policía de Puerto Rico y testigo del Ministerio 

Público, que fue puesto a disposición e interrogado por la defensa 

de Vélez Acevedo. No obstante, dicha grabación fue en blanco y 

negro, y de la misma no se puede distinguir ni apreciar las marcas, 

modelos ni color de los vehículos envueltos en el caso de epígrafe.  

De otro lado, Vélez Acevedo declaró que el 31 de julio de 

2015 se encontraba en su residencia junto con su compañera e 

hijos, cuando los agentes de la uniformada tocaron su puerta, 

alrededor de las 9:00 o 9:30 de la mañana25. Vélez Acevedo sostuvo 

que el agente Pérez Hernández, con dos oficiales más, le 

preguntaron si podía acompañarlos al cuartel, a lo que él 

accedió26. Indicó que antes de irse con ellos, le pidió a su 

compañera que le trajera su medicamento Neurontin de 800 

milígramos y que se tomó dos pastillas frente al agente Pérez 

Hernández 27.  

Vélez Acevedo relató que, una vez en el cuartel, el agente 

Pérez Hernández le informó que estaba bajo una investigación, en 

la cual se alegaba que había robado un vehículo, a lo que Vélez 

Acevedo le informó que no fue él28. Además, afirmó que el agente 

Pérez Hernández le solicitó que cooperara y él le indicó que no 

tenía conocimiento de lo que le estaban hablando29. Además, 

sostuvo que se sentía con sueño y que no estaba en su sano juicio 

porque estaba medicado30. Según Vélez Acevedo, el agente Pérez 

Hernández procedió a indicarle que si no cooperaba “[…] él va a ir 

al negocio donde trabajaba [su] compañera, la iba arrestar y le iba 

                                                 
25 Íd., a la página 77. 
26 Íd. 
27 Íd., a la página 78. 
28 Íd., a la página 79. 
29 Íd., a la página 80. 
30 Íd. 
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a quitar los nenes por Servicios Sociales.”31. Según relató, Vélez 

Acevedo se sintió amenazado, por lo que le preguntó al agente 

Pérez Hernández qué tenía que hacer para que se dejara a su 

familia tranquila32. Vélez Acevedo indicó que el agente Pérez 

Hernández le dijo que tenía que firmarle un papel33.  Vélez Acevedo 

continuó relatando que el agente Pérez Hernández le dijo lo que él 

tenía que escribir en su declaración34. Luego de firmar el 

documento, Vélez Acevedo sostuvo que el agente Pérez Hernández 

le dijo que le mostraría la misma a la víctima para que 

“desestimara” los cargos35. De igual forma, manifestó que el agente 

Pérez Hernández solamente le leyó las advertencias, mas sin 

embargo, no se las explicó36.  A pesar de lo anterior, Vélez Acevedo 

firmó el documento en el cual admite que le fueron explicadas y 

que las entendió. De otro lado, al ser contrainterrogado por el 

Ministerio Público, admitió que no fue obligado para suscribir su 

declaración37.  

En consideración a todo lo anterior, nos resulta evidente que 

el Ministerio Público probó más allá de duda razonable los 

elementos de los delitos de que le fueron imputados a Vélez 

Acevedo. Nótese que la confesión de Vélez Acevedo coincidió y 

corroboró la versión ofrecida por Feliciano Cortés y con los 

hallazgos de la investigación del agente Pérez Hernández. En dicha 

confesión, Vélez Acevedo aceptó haberse apropiado del vehículo de 

Feliciano Cortés mediante el uso de un arma38 y con el rostro 

cubierto por una máscara.   

                                                 
31 Íd. 
32 Íd. 
33 Íd.  
34 Íd. 
35 Íd. 
36 Íd., a la página 81. 
37 Íd., a la página 85. 
38 Dado que Vélez Acevedo confesó estar armado, era innecesario que el 

Ministerio Público ocupara o presentara en evidencia el arma utilizada para la 

comisión de los actos delictivos imputados.  
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Como prueba de corroboración de lo anterior, Vélez Acevedo 

la indicó al agente Pérez Hernández la ubicación del vehículo Yaris, 

en el cual se transportó éste y sus acompañantes hacia el lugar de 

los hechos. Lo anterior fue corroborado por el agente Pérez 

Hernández. Igualmente, el Vélez Acevedo indicó que le habían 

ofrecido dinero para cometer los actos delictivos por los cuales fue 

enjuiciado y que accedió a lo anterior, ya que tenía necesidad 

económica.   

En cuanto a dicha confesión, Vélez Acevedo aseguró que la 

ofreció bajo presión y amenaza de que a su compañera consensual 

le quitarían la custodia de sus hijos si él no confesaba.  No 

obstante, dicha versión no mueve nuestro ánimo para revocar la 

Sentencia apelada, por cuanto no existe evidencia fehaciente de 

ello. De la misma forma, tampoco nos convence el argumento de 

Vélez Acevedo de que al confesar la comisión de los delitos se 

sentía somnoliento por el consumo del medicamento Neurontin, 

puesto que tampoco se proveyó evidencia de consumir el mismo o 

de la receta médica. A su vez, al foro primario le mereció entera 

credibilidad la versión del agente Pérez Hernández de que Vélez 

Acevedo no consumió medicamento o sustancia alguna en su 

presencia.  

Así las cosas y sin ánimo prevenido, opinamos que la 

confesión de Vélez Acevedo fue voluntaria, libre, inteligente y con 

pleno conocimiento de las consecuencias de ofrecer la misma. De 

igual forma, entendemos que el Ministerio Público probó que le 

impartió las advertencias legales a Vélez Acevedo, previo a recibir 

dicha confesión. Evidencia de lo anterior es que Vélez Acevedo 

inició con su puño y letra cada una de las advertencias, según 

surge del documento Formulario de Advertencias Para Personas 
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Sospechosas en Custodia, Formulario PPR-26439.  Por lo tanto, no 

hubo elemento de coacción alguno que invalide la confesión de 

Vélez Acevedo. 

En cuanto a la identificación de Vélez Acevedo respecta, 

surge de la prueba ante nos que la misma fue libre, espontánea y 

confiable. Feliciano Cortés tuvo suficiente oportunidad de observar 

a Vélez Acevedo en el momento en el cual este cayó a sus pies y 

ella intentó quitarle la máscara.  En cuyo momento, opinamos que 

Feliciano Cortés demostró poner toda su atención en la única 

característica visible de Vélez Acevedo, es decir, sus ojos. Dicha 

descripción, en unión con la estatura que ésta estimó que Vélez 

Acevedo medía brindan certeza en la identificación provista por 

ella.  En unión a lo anterior, la descripción que ella proveyó de 

Vélez Acevedo coincidía con el resultado que arrojó la investigación 

del agente Pérez Hernández, luego de haber recibido una 

confidencia. Por lo tanto, concluimos en que la identificación de 

Vélez Acevedo fue plenamente válida y suficiente en derecho.  

De otra parte, tampoco nos convence el argumento de Vélez 

Acevedo, a los efectos de que el análisis realizado por el Instituto 

de Ciencias Forense (ICF) del guante de tela recuperado en la 

escena; de muestras de su cabello y de un colector bucal que le 

fuera tomado, no demostraron conexión alguna de éste con los 

hechos delictivos. Las mencionadas pruebas del guante de tela 

recuperado arrojaron un perfil genético de más de una persona.  

Por lo tanto, el ICF no pudo emitir un enunciado de inclusión o 

exclusión dada la cantidad limitada de información genética 

detectada. Dado lo anterior, no puede eximirse categóricamente a 

Vélez Acevedo de los hechos que le fueron imputados y que fueron 

admitidos por él. 

                                                 
39 Véase, Exhibit 1 del Ministerio Público. 
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Finalmente, en consideración a la norma de deferencia y 

abstención, este tribunal apelativo intermedio no debe intervenir 

con las determinaciones de hechos ni con la adjudicación de 

credibilidad efectuada por el juzgador de hechos. Es decir, Vélez 

Acevedo no demostró la presencia de pasión, prejuicio, parcialidad 

o error por parte del foro apelado.  Por lo tanto, en ausencia de lo 

anterior, no intervendremos con la apreciación de la prueba por 

parte del juzgador de hechos ni con el dictamen apelado. 

IV 

Por los fundamentos antes expuestos, se confirma la 

Sentencia apelada. 

Notifíquese. 

Lo acordó y manda el Tribunal y certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
 

 
Dimarie Alicea Lozada 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


